
jau” como de valor expectante y debiendo sustituirlos por otro 
adaptado a la naturaleza urbanística en cuanto a los terrenos 
comprendidos en el plan parcial aprobado por el Ministerio de 
la Vivienda el 9 de noviembre de 1962; desestimando el res­
to de las pretensiones de la demandante.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legis­
lativa”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, éste Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. a los efectos oportunos.
Dios guárde a V. I.
Madrid, 9 de junio de 1978.—P. D., el Subsecretario de 

Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, Eduardo Merigó 
González.

Ilmo. Sr. Director-Gerente del Instituto Nacional de Urbani­
zación.

28710 ORDEN de 9 de junio de 1978 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo en el recurso contencioso-ad- 
ministrativo interpuesto por «Forjados y Cemen­
tos, S. L.», contra la Orden ministerial de 17 de 
noviembre de 1972.

Ilmo. Sr.: En recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, in­
terpuesto por «Forjados y Cementos, S. L.», demandante; la 
Administración General, demandada, contra la Orden minis­
terial de 17 de noviembre de 1972, aprobatoria del justiprecio 
de la parcela número 59, del polígono «Guadalhorce», se ha 
dictado con fecha 13 de febrero de 1978 sentencia, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que declaramos la inadmisibilidad de los recur­
sos interpuestos por la Entidad "Forjados y Cementos, S. L.’’, 
contra resoluciones del Ministerio de la Vivienda de 17 de 
noviembre de 1972, que justipreciaron la parcela número 59 del 
polígono "Guadalhorce” y la indemnización por el derecho de 
industria en ella existente, sin hacer imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legis­
lativa", definitivamente juzgando lo pronunciamos, mandados 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publicán­
dose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. a los efectos oportunos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 9 de junio de 1978.—P. D., el Subsecretario de 

Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, Eduardo Merigó 
González.

Ilmo. Sr. Director-Gerente del Instituto Nacional de Urbani­
zación.

28711 ORDEN de 9 de junio de 1978 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo en el recurso contencioso-ad- 
ministrativo interpuesto por doña Mercedes Gar­
cía Vega y otro, contra la Orden ministerial de 
28 de septiembre de 1974.

Ilmo. Sr.: En recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Nacional, interpuesto por doña Mercedes García 
Vega y otro, demandantes; la Administración General, deman­
dada, contra la Orden ministerial de 28 de septiembre de 1974, 
aprobatoria del justiprecio de las parcelas números 183 y 185, 
del polígono «La Cartuja de Sevilla», se ha dictado con fecha 
3 de febrero de 1978 sentencia, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos en parte el 
recurso interpuesto por doña Mercedes García Vega y don Luis 
Miguel Alfaro Alonso, contra la resolución del Ministerio de la 
Vivienda de 28 de septiembre de 1974, y la desestimatoria tá­
cita de su reposición, por las que señaló el justiprecio de las 
parcelas 183 y 185, del área de actuación "La Cartuja de Se­
villa” y en su consecuencia debemos anular y anulamos dichas 
resoluciones por no ser conforme a derecho, y en su lugar 
fijamos el justiprecio total, incluido el premio de afección,

de las parcelas citadas en la calidad, salvo error u omisión de 
2.205.035 pesetas, la cual devengará el interés legal desde el 25 
de mayo de 1972, hasta su completo pago, y debemos desestimar 
y desestimamos el resto de la pretensión de los recurrentes; 
sin hacer especial imposición de costas.»

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», 
todo ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de 
diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. a los efectos oportunos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 9 de junio de 1978.—P. D., el Subsecretario de 

Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, Eduardo Merigó 
González.

Ilmo. Sr. Director-Gerente del Instituto Nacional de Urbani­
zación.

28712 ORDEN de 9 de junio de 1978 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Pedro Borrás Mar- 
sans, contra el Decreto de 27 de junio de 1970.

Ilmo. Sr.: En recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, in­
terpuesto por don Pedro Borras Marsans y otros, demandantes; 
la Administración General, demandada, contra el Decreto de 
27 de junio de 1970, aprobatorio de la delimitación de las par­
celas del polígono «Industrial de Igualada», se ha dictado con 
fecha 24 de enero de 1978 sentencia, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Pedro Borrás Marsans, don José 
Palmas Martí, don José Tallo Martorell y don Antonio Ale- 
many Munne, debemos declarar y declaramos nulo, por ser 
contrario al ordenamiento jurídico, el Decreto de 27 de junio 
de 1970, mediante el cual se delimitó el polígono industrial de 
Igualada (Barcelona), así como la desestimación presunta del 
recurso de reposición interpuesto contra dicho Decreto; sin 
hacer pronunciamiento alguno en cuanto al pago de las costas 
causadas en este recurso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legis­
lativa", definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de 
diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. a los efectos oportunos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 9 de junio de 1978.—P. D., el Subsecretario de 

Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, Eduardo Merigó 
González.

Ilmo. Sr. Director-Gerente del Instituto Nacional de Urbani­
zación.

28713 ORDEN de 9 de junio de 1978 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Angel García Díaz, 
contra la Orden ministerial de 26 de diciembre 
de 1969.

Ilmo. Sr.: En recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, in­
terpuesto por don Angel García Díaz, demandante; la Admi­
nistración General, demandada, contra la Orden ministerial 
de 26 de diciembre de 1969, aprobatoria del justiprecio de la 
parcela número VII-6, del polígono «Torreón del Alcázar», se 
ha dictado con fecha 23 de enero de 1978 sentencia, cuya parte 
dispositiva es como sigue

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Angel García Díaz, contra la resolu­
ción del Ministerio de la Vivienda, fecha 26 de diciembre de 
1969 y contra la desestimatoria de la reposición de fecha 30 de 
octubre de 1972, declaramos nulas estas resoluciones, y en con­
secuencia fijamos la indemnización expropiatoria a favor de 
dicho actor correspondiente al traslado de su industria de trans­
porte de viajeros por carretera, afectada por la expropiación


